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DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. Para la Colegiatura no cabe duda que la actuación de COLPENSIONES vulneró y vulnera el derecho fundamental de petición del que es titular el señor JOSÉ MARIO PARRA GALLEGO, pues independientemente de que la entidad esté facultada para adelantar las investigaciones a las que considere haya lugar en el trámite de las actuaciones administrativas que son de su competencia, no solo para verificar el cumplimiento de los requisitos legales sino también para evitar detrimentos patrimoniales del sistema, así como actuaciones contrarias a derecho, ello no puede ser una excusa válida para incumplir los plazos legales a los que está sometida, máxime cuando con ello genera afectación de garantías constitucionales, como ocurre en este caso, en el que el tutelante lleva más de 6 meses a la espera de una respuesta frente a la petición que elevó.
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     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, primero (01) de agosto de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N° 754
                                                    Hora: 8:10 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de COLPENSIONES, frente al fallo proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela impetrada por el señor JOSÉ MARIO PARRA GALLEGO.
2.- DEMANDA 

Los hechos que se plantean en el escrito de tutela se pueden concretar así: (i) el señor JOSÉ MARIO PARRA GALLEGO tiene 55 años de edad y padece varias enfermedades, tales como: “discopatía cervical, discopatía lumbar múltiple, hernia de disco, cambios artrósicos degenerativos, discos protruidos, gastropatía antrocorporal eritematosa y hernia hiatal pequeña”, de conformidad con las cuales la Junta Regional de Calificación de invalidez le otorgó un porcentaje de 43.99% de pérdida de capacidad laboral; (ii) el citado dictamen fue recurrido, y la misma Junta le asignó el 50.37%; (iii) en enero 20 de 2017 solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez a COLPENSIONES, entidad que mediante comunicación escrita de la misma fecha le informó que su petición había sido recibida, y sería atendida dentro del término de ley, pero hasta el momento de interponer el presente amparo no había recibido respuesta alguna, pese a que habían transcurrido más de 4 meses; y (iv) considera que la omisión en la que incurre COLPENSIONES afecta su mínimo vital, toda vez que no cuenta con recursos para cubrir sus gastos de subsistencia y colaborar a su familia
Con fundamento en lo anterior solicita se ordene a la entidad el reconocimiento y pago de la citada prestación.
3.- TRÁMITE Y FALLO 
 3.1.- La acción fue asignada por reparto al Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta ciudad, despacho que la admitió y corrió el traslado respectivo a COLPENSIONES, entidad que se pronunció en los siguientes términos:
El Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia Nacional de Defensa Judicial, indicó que la solicitud de pensión de invalidez presentada por el señor PARRA GALLEGO fue enviada a investigación administrativa con el proveedor COSINTE del aplicativo CIA, encontrándose en proceso de validación documental, situación que fue comunicada al accionante mediante el oficio N° 2017 -5819726 de junio 06 de 2017.

Señala que una vez se termine el citado trámite se informará al actor, por lo que solicita se suspenda el presente la actuación hasta que se realicen las gestiones pertinentes con relación al reconocimiento de la pensión de invalidez.
3.2.- Dentro del término legal y constitucional (junio 14 de 2017), el citado despacho profirió sentencia en la que declaró improcedente la acción respecto al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez; no obstante, tuteló el derecho fundamental de petición del señor JOSÉ MARIO PARRA GALLEGO, y en consecuencia, ordenó a COLPENSIONES que dentro del término de 48 horas siguientes a la notificación, por intermedio de la Gerencia Regional Risaralda, y la Gerencia Nacional de Reconocimiento, diera respuesta de fondo de manera clara, precisa y congruente a la solicitud prestacional elevada por él.

4.- IMPUGNACIÓN

El Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial, reiteró los argumentos expuestos al momento de contestar la demanda, en cuanto a que la solicitud de pensión de invalidez presentada por el señor PARRA GALLEGO fue enviada a investigación administrativa con el proveedor COSINTE del aplicativo CIA, encontrándose en proceso de validación documental, situación que fue comunicada al accionante mediante el oficio N° 2017 -5819726 de junio 06 de 2017.

Agrega que de acuerdo con el artículo 40 de la Ley 1437/11 COLPENSIONES se encuentra facultada para adelantar las investigaciones a las que considere haya lugar durante el trámite de las actuaciones administrativas que son de su competencia, con el fin de determinar con certeza la ocurrencia de los hechos generadores de obligaciones y verificar el cumplimiento de los requisitos legales exigidos para el reconocimiento de las prestaciones económicas.

De igual forma señala que COLPENSIONES como entidad financiera de carácter especial, y sometida a la vigilancia de la Superintendencia Financiara de Colombia, de la Dian, la Contraloría y la Procuraduría en apego a lo establecido en el artículo 102 del Decreto 663/93, y a la circular Externa 029 de 2017 de la citada Superintendencia, ha adoptado e implementado el Sistema de Lavado de Activos y Financiación del Terrorismo –SARLAFT, en cumplimiento de la obligación legal de mitigar el riesgo de fraude que va en detrimento de los recursos del sistema pensional, por ello ha realizado la validación documental de todos y cada uno de los dictámenes de pérdida de capacidad laboral emitidos por la Junta Regional y /o Nacional para corroborar su veracidad.

Indica que al contar con el aval del dictamen por parte de la Junta que lo emitió, se constituye una garantía de certeza, transparencia y seguridad, lo que evita adicionalmente, el reconocimiento y pago de prestaciones económicas que en el futuro pueden conllevar a sanciones disciplinarias y penales, y posibles detrimentos de la administración pública, así como la desviación de los recursos públicos que no solo está prohibida, sino que puede constituir un delito tipificado en el art 399 del Código Penal modificado por la Ley 1474/11, denominado peculado por aplicación oficial diferente.
De conformidad con lo anterior, asegura que se encuentra ante un hecho superado, cuya declaratoria depreca, al haberse dado respuesta en el oficio mencionado sobre el estado del trámite de pensión de invalidez, por lo que el amparo constitucional pierde su objeto.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto del fallo impugnado, en cuanto concedió el amparo constitucional y de conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito para la protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida.  A este respecto, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición
.

Ha de entenderse entonces, que existe vulneración del núcleo esencial de este derecho cuando la entidad correspondiente no emite una repuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a la noción de pronta resolución, o cuando la supuesta respuesta se limita a evadir la petición planteada al no dar una solución de fondo al asunto sometido a su consideración.

En cuanto al primer aspecto, es necesario precisar que dada la naturaleza del derecho de petición, y por tratarse de un aspecto que toca directamente con el núcleo esencial de éste, corresponderá única y exclusivamente al legislador fijar los términos dentro de los cuales los distintos entes han de resolver las solicitudes que en interés general o particular le sean presentadas. Términos que, en atención a la esencia misma de los asuntos que le dan origen, deben ser razonables a efectos que la respuesta, en sí misma considerada, pueda satisfacer los requerimientos formulados.

La fijación de esos plazos estará determinada por la naturaleza del asunto en controversia, en consecuencia, han de tenerse en cuenta los trámites que debe agotar la entidad correspondiente para contestar en debida forma la petición planteada. En este sentido, los principios de razonabilidad y proporcionalidad juegan un papel preponderante en la labor que el legislador está llamado a realizar, con el fin de darle contenido a la expresión “pronta resolución” que emplea la Constitución para fijar los elementos constitutivos de este derecho
. 

La Ley 1755/15 en su artículo 13 dispone que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.”. Igualmente, el canon 14 en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, contempla que: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.” En la sentencia SU-975/03 la H. Corte Constitucional precisó que el término de 15 días aplica también para la resolución de recursos frente a los actos administrativos que definen reconocimientos pensionales.

Ese término es de obligatorio acatamiento, aunque puede ser ampliado de forma excepcional cuando la administración por razón de la naturaleza misma del asunto planteado no puede dar respuesta en ese lapso. En este evento, así habrá de informárselo al peticionario indicándole además de las razones que la llevan a no responder a tiempo, la fecha en que se estará dando una contestación que satisfaga el segundo aspecto del derecho de petición, cuál es la respuesta de fondo
.

De igual forma, por vía jurisprudencial se determinó en la sentencia SU-975 de 2003
, de acuerdo con la interpretación que en esa decisión hizo sobre los artículos 19 del Decreto 656/94, 4º de la Ley 700/01, 6º y 33 del Código Contencioso Administrativo, que para dar respuesta de fondo a las peticiones pensionales el término que se tiene es de cuatro (4) meses contados a partir de la presentación de la solicitud, y de seis (6) para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales. Dichos plazos fueron reiterados por la citada Corporación en la sentencia T-273/016.

De conformidad con la situación fáctica planteada en el escrito de tutela, se advierte que lo solicitado por el actor es que se dé respuesta de fondo al derecho de petición que se radicó ante COLPENSIONES en enero 20 de 2017, mediante el cual solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez.

La juez de instancia al analizar el caso concreto determinó que se presenta vulneración al derecho de petición, y en virtud de ello ordenó a COLPENSIONES, por intermedio de sus Gerencias Regional de Risaralda y Nacional de Reconocimiento, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes procediera a resolver de fondo el citado requerimiento pensional.

El Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de COLPENSIONES manifestó su inconformidad con lo resuelto, toda vez que insiste en el argumento planteado en la contestación de la demanda, en cuanto a que se configuró un hecho superado toda vez que esa entidad dio respuesta al requerimiento mediante oficio de junio 06 de 2017, en el que informó al tutelante que su solicitud se encuentra en investigación administrativa, a lo que agregó que ese fondo está facultado para realizar ese tipo de actuaciones en aras de verificar la autenticidad de los documentos que soportan las peticiones, en aras de evitar fraudes o desviación de recursos pensionales, e incluso, la incursión en faltas disciplinarias o conductas enmarcadas dentro del ordenamiento penal.
Para la Colegiatura no cabe duda que la actuación de COLPENSIONES vulneró y vulnera el derecho fundamental de petición del que es titular el señor JOSÉ MARIO PARRA GALLEGO, pues independientemente de que la entidad esté facultada para adelantar las investigaciones a las que considere haya lugar en el trámite de las actuaciones administrativas que son de su competencia, no solo para verificar el cumplimiento de los requisitos legales sino también para evitar detrimentos patrimoniales del sistema, así como actuaciones contrarias a derecho, ello no puede ser una excusa válida para incumplir los plazos legales a los que está sometida, máxime cuando con ello genera afectación de garantías constitucionales, como ocurre en este caso, en el que el tutelante lleva más de 6 meses a la espera de una respuesta frente a la petición que elevó.
Ahora, el hecho de que COLPENSIONES le haya informado mediante oficio del pasado 6 de junio que adelanta una investigación para verificar la autenticidad del dictamen de pérdida de capacidad laboral, en manera alguna constituye una contestación que cumpla con los presupuestos normativos y jurisprudenciales para considerarla como una respuesta de fondo frente a lo pedido. De aceptarse ese argumento, se dejaría en una espera indefinida y en la incertidumbre total al tutelante, frente a cuando exactamente se emitirá un pronunciamiento sobre su solicitud pensional.
En esas condiciones, la Sala confirmará la determinación adoptada por la primera instancia, por encontrarla ajustada a derecho; no obstante, aclarará la orden en el sentido de indicar que el cargo de Gerente Regional de Reconocimiento de COLPENSIONES, de conformidad con el Acuerdo 108/17, cambió su denominación por la de Director de Prestaciones Económicas, el cual es ocupado por el mismo funcionario, y entonces es esté último quien debe dar cumplimiento a lo ordenado. 
Así mismo, debe decirse que el Gerente Regional de COLPENSIONES -ahora Director Regional de conformidad con el citado acuerdo- no tiene injerencia en el asunto de acuerdo con lo establecido en el numeral 4.4 del artículo 4 del  Acuerdo 015 de 2011, ya que a éstos únicamente les corresponde una función de trámite documental para efectos de remitir las peticiones a la  Gerencia Nacional de Reconocimiento –hoy Director de Prestaciones Sociales-, razón por la cual debe ser desvinculado de esta actuación.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA  el fallo objeto de este proferimiento, en el sentido de avalar el amparo del derecho fundamental de petición vulnerado al ciudadano JOSÉ MARIO PARRA GALLEGO, pero se ACLARA la orden en cuanto en a que la misma no está dirigida contra el Gerente Nacional de Reconocimiento de COLPENSIONES, sino contra el Director de Prestaciones Económicas de la misma entidad, conforme lo expuesto en la parte motiva de esta determinación.

SEGUNDO: SE DESVINCULA al Gerente Regional de Risaralda de COLPENSIONES, de acuerdo con lo indicado en las consideraciones de esta sentencia.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Por ejemplo, en la sentencia T-043 del veintinueve (29) de enero de dos mil nueve (2009), M.P. Dr. Nilson Pinilla Pinilla.





� Sentencias T-392/97 y T-672/97.


� T-076/95, al igual que en las sentencias T-353/97, T-672/97, T-308/98, T-310/98.


� Sentencia T-086/15.
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